
ANUARIO
DE DERECHO 

PÚBLICO
2014 

UNIVERSIDAD
DIEGO

PORTALES



Universidad Diego Portales / Anuario de Derecho Público 2014

Santiago de Chile: Ediciones Universidad Diego Portales, 2014, 
1a edición, 684 p., 15 x 23 cm.

Dewey: 342.83
Cutter: U58
Colección Derecho

Materias:	 Derecho Público. Chile
	 Derecho Público. Publicaciones Periódicas.
	 Derecho Constitucional.
                            
               

ISBN 978-956-314-291-4

ANUARIO DE DERECHO PÚBLICO 2014

©Ediciones Universidad Diego Portales

©VV.AA

Primera edición: agosto de 2014

ISBN: 978-956-314-291-4

Universidad Diego Portales

Dirección de Extensión y Publicaciones

Av. Manuel Rodríguez Sur 415

Teléfono: (56 2 ) 2676 2000

Santiago de Chile

www.ediciones.udp.cl

Editor: Javier Couso

Secretaria de Redacción: Tamara Carrera Briceño

Edición de Estilo: Sergio Missana

Diseño: TesisDG

Portada: Obra Antena Radial © Ignacio Bahna, 2009

Impreso en Chile por Salesianos Impresores

Todos los derechos reservados



515ANUARIO DE DERECHO PÚBLICO UDP

EL CONFLICTO ARMADO EN SIRIA A LA LUZ DEL DERECHO 
INTERNACIONAL

Eugenia López-Jacoiste1

Christina Binder2

Resumen
Desde la perspectiva del derecho internacional, los tres años de conflicto ar-
mado en Siria arrojan un resultado contradictorio. Por una parte, porque re-
sulta inevitable comparar la agilidad de decisión del Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas ante la crisis de Libia de 2011 con su pasividad y bloqueo 
político en relación con Siria. Por otra, porque solo ante la inminente ame-
naza de una intervención militar, las partes involucradas y sus socios más 
importantes han alcanzado un plan de desarme químico en Siria asumido por 
el Consejo de Seguridad, igualmente incomparable, en cuanto a sus términos, 
plazos y cumplimiento, al establecido para Irak hace décadas. 

El mayor motivo de preocupación radica en la deplorable situación de des-
protección y sufrimiento de la población civil. Los crímenes de guerra y los 
crímenes de lesa humanidad cometidos por todas las partes beligerantes –gu-
bernamentales y no– quedarán impunes si no se remite la situación al Fiscal 
de la Corte Penal Internacional, a pesar de las declaraciones y condenas oficia-
les de las instituciones internacionales de derechos humanos. 

Introducción
La complejidad del actual conflicto sirio viene marcada por la situación geopo-
lítica y social del país y por la influencia de las denominadas “primaveras 

1	 Profesora Titular de Derecho Internacional Público y Relaciones Internacionales de la Universidad 
de Navarra (España), ejacoiste@unav.es. Este artículo se ha desarrollado en el marco del proyecto de 
investigación I+D+I titulado “La creciente participación de la UE en la sociedad internacional contem-
poránea: Regionalismo en la práctica e imbricación de los intereses de España en las relaciones euro-
mediterráneas”, del Ministerio de Economía y Competitividad (2013-2015), cuyo investigador principal 
es el profesor Cesáreo Gutiérrez Espada.

2	 Profesora Asociada de Derecho Internacional de la Universidad de Viena (Austria), christina.binder@
univie.ac.at.
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árabes”. Desde 2007, Bashar Al-Asad es el presidente de la República Árabe 
Siria, que tiene una población de unos 20 millones de habitantes en su ma-
yoría sunitas, quienes conviven con otros grupos musulmanes como los dru-
sos, alawuitas y chiitias. En los últimos años, el discurso provocador de Da-
masco hacia las grandes potencias occidentales y algunos países árabes ha 
llevado a Siria a un aislamiento diplomático internacional y a un acercamien-
to a los islamistas más radicales, en detrimento de sus proyectos de reforma 
económica. Pero Siria sigue siendo un socio crucial para Irán y Rusia. Por su 
emplazamiento, puede conferir a Irán acceso a Líbano y a Hezbolá por tierra. 
El puerto sirio de Tartús es la única base rusa en el Mediterráneo. Por ello, 
Siria compra armas a esos dos Estados, a pesar de las sanciones internacio-
nales. El régimen de Damasco estima que podrá resistir el actual conflicto si 
mantiene dichas relaciones. 

Las manifestaciones sociales desencadenas en diversos países del norte de 
África a partir de 2010 provocaron reacciones muy diferentes en los Estados 
que las sufrieron. Mientras que en algunos (Marruecos, Yemen o Bahrein) se 
frenaron con tímidas reformas, en otros lograron acabar con dictaduras con-
solidadas durante décadas (Túnez y Egipto), convocándose elecciones libres, 
aunque todavía no se pueda hablar de un final feliz para ninguno. En cambio, 
Siria y Libia representan el lado más oscuro de la Primavera Árabe3. En ambos 
Estados, las manifestaciones populares fueron violentamente reprimidas y pese 
a que crímenes de guerra, crímenes contra la humanidad y grandes flujos de 
refugiados son elementos comunes a ambas, la respuesta de la comunidad in-
ternacional ha sido muy diferente. 

En el caso sirio, en los tres años de conflicto armado se ha constatado más 
de 130.000 muertos y 4,25 millones de desplazados. Las protestas civiles sirias 
fueron duramente reprimidas en 2011 por los cuerpos de seguridad del Estado, 
en las que se puso de manifiesto el abrumador desequilibrio entre el gobierno 
y la oposición. La brutal represión provocó que una parte de la sociedad civil y 
algunos sectores del ejército se alzasen en armas formando el llamado Ejército 
Libre Sirio, al que se sumaron otros grupos opositores al gobierno, como el 
Frente Islámico Sirio y grupos yihadistas vinculados a Al-Qaeda. Todos ellos 
luchan por el derrocamiento del régimen sirio. Lejos de contener la rebelión, la 
represión gubernamental provocó una espiral de violencia que desembocó en 
una guerra civil. 

3	 Cervell Hortal, María José, La UE ante el lado más oscuro de la Primavera Árabe (Libia y Siria), Documen-
to de opinión 30/2014 del Instituto Español de Estudios Estratégicos. Disponible en: http://www.ieee.
es/Galerias/fichero/docs_opinion/2014/DIEEEO30-2014_UE_PrimaveraArabe_MJoseCervell.pdf. 
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A mediados de 2012, la obtención de armas pesadas por parte de la opo-
sición y el apoyo de inteligencia externa, en particular de Turquía, permitió 
a los rebeldes ocupar zonas de población mayoritariamente sunita. En 2012, 
comenzaron a llegar grupos radicales islamitas que se unieron al bando re-
belde para derrocar a Bashar Al-Asad. Estos grupos, algunos ligados al terro-
rismo, son más extremos en su actuar y tienen una visión distinta del futuro 
de Siria, por lo que se han distanciado gradualmente del bando rebelde hasta 
el extremo de tener enfrentamientos. Desde finales de 2012, se empezaron a 
registrar conflictos armados de distinta intensidad entre rebeldes islamistas y 
grupos kurdos sirios. 

Ante esta situación, en 2013, la estrategia del gobierno sirio se centró en 
formar un círculo defensivo alrededor de Damasco, eliminar a los rebeldes 
de la ciudad de Homs y atacar la resistencia en Alepo. Aunque las tropas del 
régimen estaban mejor equipadas, la superioridad numérica de los rebeldes 
era evidente, por lo que Bashar Al-Asad decidió pasar al ataque con el objeti-
vo de dominar Homs y Damasco para ganar la guerra aprovechándose de la 
fragmentación política y militar de la oposición4. El 21 de agosto de 2013 tuvo 
lugar un hecho trascendental en la guerra en Siria: un ataque con cohetes 
que portaban gas sarín en un suburbio de Damasco que provocó la muerte 
de 1.429 personas5. Ante estos hechos, la comunidad internacional, incluyen-
do a los Estados Unidos y muchos otros Estados, condenó el ataque y culpó 
al régimen del mismo. Desde entonces se han sucedido varias reuniones 
diplomáticas de negociación de paz para establecer una hoja de ruta, más 
conocidas como las Conferencias de Ginebra I y II. 

En marzo de 2014, no obstante, la situación sigue siendo la de un 
conflicto armado sin atisbos de un alto el fuego inmediato y sin que se hayan 
implementado mecanismos eficaces de protección a la población civil.

El presente artículo pretende analizar por qué el Consejo de Seguridad de la 
ONU parece mantenerse al margen del conflicto, a pesar de 1) ciertas acciones 
de otros órganos onusianos y de las iniciativas de la Liga Árabe; matizando 
sobre 2) el compromiso colectivo de la comunidad internacional alcanzado 
como consecuencia del uso del gas sarín; prestando la debida atención a 3) la 
difícil situación de la población civil ante las graves violaciones del derecho 

4	 Laborie Iglesias, Mario, La división del apoyo internacional a la oposición siria es global, 3 de junio de 2013. 
Disponible en http://www.esglobal.org/la-division-del-apoyo-internacional-a-la-oposicion-siria.

5	 LA Times, Richter, Paul, “John Kerry Says Syria Chemicals Attack Killed at Least 1,429 people”, 30 de 
agosto de 2013. Disponible en: http://www.latimes.com/world.
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internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos 
humanos; y realizando, a modo de conclusión, 4) un balance de los esfuerzos 
de la comunidad internacional para restablecer la paz en Siria y la seguridad 
de su población.

1. La pasividad del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas

La rápida actuación del Consejo de Seguridad de la ONU en el caso de Libia 
se contrapone a la pasividad respecto a Siria; el desenlace libio está sirviendo 
para justificar las posiciones actuales de algunos miembros permanentes del 
Consejo. Como es sabido, el Consejo de Seguridad adoptó diversas medidas 
para hacer frente al conflicto interno libio: remitió el caso al Fiscal de la Corte 
Penal Internacional –Resolución 1970 (2011)– e impuso un embargo de ar-
mas, prohibiciones de viajes, la congelación de activos y una zona de prohibi-
ción de vuelos, y autorizó a los Estados a tomar medidas para proteger a los 
civiles –Resolución 1973 (2011)–, con una formulación muy particular. Así, en 
el apartado 4 de la parte dispositiva el Consejo: 

Autoriza a los Estados Miembros […] a que, actuando a título nacional o 
por conducto de organizaciones o acuerdos regionales y en cooperación 
con el Secretario General, adopten todas las medidas necesarias para 
proteger a los civiles […] aunque excluyendo el uso de una fuerza de 
ocupación extranjera de cualquier clase en cualquier parte del territorio 
libio…6

Los acontecimientos posteriores a la Resolución 1973 desbordaron am-
pliamente las previsiones de ese apartado. La intervención de la OTAN –con 
Francia y Reino Unido a la cabeza– mediante ataques aéreos, el suministro de 
armas y el envío de asesores militares, fue decisiva no solo para la protección 
de los civiles sino para el triunfo de los inicialmente llamados rebeldes. Como 
es sabido, Rusia y China se abstuvieron en la votación de esta resolución, al 
igual que Brasil, India y Alemania, esgrimiendo reservas sobre el uso de la 
fuerza, mientras que el resto de los Estados dio su aquiescencia a la actuación, 
que sobrepasó, sin duda, la autorización concedida.

6	  Consejo de Seguridad de la ONU, S/RES/1973 (2011). 
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Ante una situación humanitaria en Siria, comparable a la de Libia, al me-
nos, en cuanto a la feroz represión gubernamental y al número de víctimas, 
la acción del Consejo de Seguridad para restablecer la paz y seguridad ha sido 
francamente magra. Desde que comenzó la crisis, el desacuerdo entre sus 
miembros permanentes ha impedido la adopción de resoluciones. En octu-
bre de 2011, Alemania, Francia, Portugal y el Reino Unidos presentaron un 
proyecto de resolución que condenaba las violaciones graves y sistemáticas 
de los derechos humanos y el uso de la fuerza contra civiles, y exigía el fin 
de la situación, a pesar de que hubiese sido deseable un embargo de armas 
y la solicitud de apelar a la Alta Comisionada de la Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos de remitir los antecedentes sobre la represión ejercida 
por el gobierno sirio a la Corte Penal Internacional. Para evitar el veto ruso 
y chino, el proyecto de resolución no contemplaba la adopción de sanciones, 
si bien advertía que se estaba dispuesto a contemplar esa opción7, y tampoco 
se hacía referencia a la recomendación de la Alta Comisionada. Como había 
sido anunciado, el proyecto fue vetado por Rusia y China esgrimiendo como 
argumento el nefasto uso de la fuerza en el caso libio8. También Sudáfrica –
que se abstuvo junto con Brasil, India y Líbano– recordó que se ha hecho un 
uso indebido de las resoluciones del Consejo de Seguridad y que su aplicación 
ha ido mucho más allá del mandato previsto. En esencia, lo que realmente 
preocupaba en el Consejo era la intención oculta de los patrocinadores de la 
resolución, puesto que no se excluía con claridad la intervención militar para 
solucionar la crisis de Siria9. Ante el bloqueo del Consejo, algunos de sus 
miembros permanentes expresaron su decepción10 o su indignación11, mien-
tras que Alemania subrayó el incumplimiento de las responsabilidades del 
Consejo con arreglo a la Carta de las Naciones Unidas12.

En febrero de 2012, Marruecos presentó otro proyecto de resolución en 
nombre de la Liga Árabe13, en el que se exigía al gobierno de Siria que se ajus-

7	 El texto puede verse en S/2011/612. El apartado 11 de la parte dispositiva expresaba la intención de 
examinar la aplicación de la resolución por parte de Siria en un plazo de 30 días y de “estudiar sus 
opciones, incluida la de adoptar las medidas previstas en el art. 41 de la Carta de las Naciones Unidas”. 

8	 Consejo de Seguridad de la ONU, S/PV.6627, p. 4. 

9	 Consejo de Seguridad de la ONU, S/PV.6627, p. 12.

10	 Así lo hizo el Reino Unido, ibíd., p. 7. 

11	 Es el caso de los Estados Unidos, ibíd., p. 9. 

12	 Ibíd., p. 11. 

13	 Con el apoyo de otros 18 Estados (véase el texto en S/2012/77). En la sesión del Consejo de Seguridad 
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tara al Plan de Acción de la Liga Árabe aprobado en noviembre de 2011, pero 
sin contemplar la imposición de sanciones. Esta propuesta fue vetada igual-
mente, pero solo por Rusia y China, que consideraron que deberían tomarse 
medidas contra los grupos armados opositores14.

En julio de 2012, se presentó otro proyecto de resolución, que se basaba, 
por primera vez, en el Capítulo VII de la Carta y proponía la adopción de 
medidas en virtud del artículo 41 si en un plazo de diez días las autoridades 
sirias no cumplían sus compromisos y, en particular, las Resoluciones 2042 
y 2043 (2012). Esta chocó de nuevo con el voto en contra de Rusia y China, 
que se justificaron señalando que la presión de sanciones solo pretendía favo-
recer la participación militar externa en los asuntos internos sirios15. El tercer 
intento fallido tuvo lugar pocos meses después, cuando el Consejo se propuso 
apoyar el Comunicado Final adoptado por el denominado Grupo de Acción 
para Siria, convocado por el Enviado Especial Conjunto y constituido el 30 de 
junio de 2012. Dicho Comunicado Final contenía medidas e iniciativas que 
deberían adoptar las partes para aplicar íntegramente el plan de seis puntos 
del Enviado Especial Conjunto y las Resoluciones 2042 y 2043 (2012) del 
Consejo de Seguridad. También contenía principios y directrices para una fu-
tura transición política16. El proyecto de resolución hacía suyo en su totalidad 
el Comunicado Final y lo incorporaba como anexo. La participación de China 
y Rusia en el Grupo de Acción no impidió que vetaran el nuevo proyecto.

Ante estos desencuentros políticos, el Consejo de Seguridad ha intentado 
paliar su inactividad coercitiva a través de Declaraciones de la Presidencia del 
Consejo. Así, el 3 de agosto de 2011, el Consejo emitió una declaración que 
“condena las violaciones generalizadas de los derechos humanos y el uso de la 
fuerza contra civiles por las autoridades sirias”, “pide que se ponga inmediata-
mente fin a todo acto de violencia e insta a todas las partes a que actúen con la 
máxima moderación”, “pide a las autoridades sirias que respeten plenamente 
los derechos humanos” y estima que “la única solución a la crisis actual es 

celebrada el 31 de enero de 2012, el Secretario General de la Liga Árabe solicitó expresamente la adop-
ción por parte del Consejo de una resolución de apoyo a la adoptada por el Consejo de la Liga el 22 de 
enero. Consejo de Seguridad de la ONU, S/PV.6710, p. 10. 

14	 Ibíd., pp. 9-10.

15	 Consejo de Seguridad de la ONU, S/PV.6810, p. 9. También, Rusia calificó el proyecto de parcial por-
que “las amenazas de sanciones se dirigían exclusivamente al gobierno de Siria” (p. 9), argumento que 
compartieron China (p. 14) y Sudáfrica (p. 12). 

16	 Sobre la iniciativa, puede verse el Informe del Secretario general relativo a la aplicación de la resolución 
2043 (2012) del Consejo de Seguridad (S/2012/523), pp. 10-11 y 20-24. 
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poner en marcha un proceso político inclusivo y dirigido por Siria”17. En mar-
zo de 2012, una vez que ya se había producido el nombramiento del Enviado 
Especial Conjunto de las Naciones Unidas y la Liga de los Estados Árabes, el 
Consejo de Seguridad apoyó la propuesta de reconciliación de este –sinteti-
zada en seis puntos– pidiendo a los Estados su colaboración de buena fe con 
el Enviado18. Para hacer valer los citados seis puntos, el Consejo de Seguridad 
creó la Misión de Supervisión de las Naciones Unidas en la República Árabe 
Siria (en adelante, UNSMIS), en su Resolución 2043 (2012), con el fin de vi-
gilar el cese de la violencia en todas sus formas. El mandato de la UNSMIS ha 
sido prorrogado en sucesivas ocasiones19 y ha contado con 300 observadores 
militares no armados, así como con 71 civiles internacionales y 14 nacionales. 
Un mes después, en abril 2012, el Consejo instó al gobierno sirio a cumplir 
cuanto antes los compromisos asumidos, a cesar los movimientos de tropas 
hacia los centros de población, dejar de utilizar armas pesadas en dichos lu-
gares y comenzar la retirada de las concentraciones militares en ellos20. En 
octubre de 2013 tuvo lugar una solemne Declaración del Presidente del Con-
sejo de Seguridad condenando las graves violaciones de derechos humanos y 
del derecho internacional humanitario cometidas por las autoridades sirias21. 
Solo en septiembre de 2013, el Consejo de Seguridad fue capaz de adoptar la 
Resolución 2118 (2013), como medida obligatoria, según el capítulo VII de 
la Carta, haciendo suyo el plan pactado por todas las partes implicadas que 
contemplaba un programa de control y destrucción de las armas químicas 
existentes en Siria. Posteriormente, con el fin de hacer frente a la grave si-
tuación de la población civil, el Consejo adoptó la Resolución 2139 (2014) del 
22 de febrero de 2014 en la que, entre otras medidas, exigió que “se respete 
el principio de la neutralidad médica y franqueen el paso a todas las zonas 
al personal, el equipo, el transporte y los suministros médicos, incluido el 
material quirúrgico, y recuerda que, con arreglo al derecho internacional hu-
manitario, los heridos y los enfermos deben recibir, en la medida en que sea 

17	 Consejo de Seguridad de la ONU, S/PRST/2011/16. 

18	 Declaración de la Presidencia del Consejo de Seguridad de la ONU, S/PRST/2012/6, 21 de marzo de 
2012. 

19	 Consejo de Seguridad de la ONU, Resolución 2131 (2013) del 18 de diciembre de 2013, hasta junio de 
2014.

20	 Declaración de la Presidencia del Consejo de Seguridad de la ONU, S/PRST/2012/10, 5 de abril de 
2012. 

21	 Declaración de la Presidencia del Consejo de Seguridad de la ONU, S/PRST/2013/16, 2 de octubre de 
2013.
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factible y con la mínima dilación, la atención y los cuidados médicos que 
exija su condición y que se debe respetar y proteger al personal, las instalacio-
nes y el transporte médicos y humanitarios, y expresa grave preocupación a 
este respecto por la retirada de los suministros médicos de los cargamentos 
humanitarios” (punto 8) y que “todas las partes adopten todas las medidas 
adecuadas para proteger a la población civil” (punto 9). Huelga decir que esta 
última Resolución, a pesar de sus bondades de contendido, ha aportado pocas 
acciones decisivas a favor de la población civil, al carecer de la fuerza vincu-
lante del capítulo VII de la Carta. 

El bloqueo político del Consejo de Seguridad, hasta septiembre de 2013, ha 
sido duramente criticado, sobre todo en comparación con la agilidad de sus 
resoluciones en el caso de Libia22. A la luz de las explicaciones de los vetos, 
es evidente que Rusia no estaba dispuesta a permitir otra intervención militar 
para derrocar a un régimen amigo, y se ha validado del pretexto de una falsa 
“responsabilidad de proteger” a la población civil, tal como ocurrió en el caso 
libio. El conflicto sirio resulta ser, lamentablemente, un ejemplo más de la 
subordinación del Consejo a las exigencias de la geoestrategia23.

2. La acción de otros órganos de las Naciones Unidas y la Liga Árabe

El conflicto sirio ha presentado elementos novedosos en relación con el man-
tenimiento de la paz y seguridad internacionales, debido a la acción comple-
mentaria de otros órganos de la ONU y de la Liga Árabe. 

A partir de diciembre de 2011, la Asamblea General de la ONU adoptó una 
postura muy activa frente a la crisis siria. Por una parte, aprobó la Resolución 
66/176 sobre la situación de los derechos humanos en Siria, condenando la 
situación, invitando al Secretario General a prestar apoyo a la misión de ob-
servadores de la Liga Árabe y exhortando a las autoridades sirias a cumplir las 
resoluciones del Consejo de Derechos Humanos. En febrero de 2012 adoptó 
la Resolución 66/253 en la que acogía las iniciativas de la Liga de los Estados 
Árabes, patrocinada por el Grupo de los Estados Árabes e inspirada en el pro-

22	 Sobre la crisis libia, véase el conjunto de estudios doctrinales de Bermejo, Gutiérrez Espada, Cervell y 
López-Jacoiste en Anuario Español de Derecho Internacional, vol. 27, 2011, pp. 9-208. 

23	 Andrés Saenz de Santamaría, Paz, “Las Naciones Unidas ante el conflicto de Siria”, Instituto Español 
de Estudios Estratégicos, 93/2012, 18 de diciembre de 2012; Garwood-Gowers, Andrew, “The Respon-
sibility to Protect and the Arab Spring: Libya as the Exception, Syria as the Norm”, en University of 
New South Wales Law Journal, Vol. 36, N° 2, 2013, pp. 594-618.
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yecto de resolución fracasado días antes en el Consejo de Seguridad. Se exigía 
en ella el fin de la violencia, la libertad de los detenidos arbitrariamente, la 
retirada de las fuerzas armadas de las poblaciones, el respeto a la libertad de 
manifestación, y el pleno acceso y circulación sin trabas de las instituciones 
de la Liga y de los medios de comunicación. En la resolución, la Asamblea 
apoyaba asimismo la decisión de la Liga de los Estados Árabes de facilitar una 
transición política y solicitaba a los demás órganos de las Naciones Unidas 
que prestasen apoyo a los esfuerzos de la Liga con el fin de promover una so-
lución pacífica, incluido el nombramiento de un Enviado Especial. En agosto 
de 2012, adoptó la Resolución 66/253 B en la que, entre otras cuestiones, se 
reafirmó el apoyo al Enviado Especial Conjunto, se exigió a todas las partes 
el cumplimiento de las resoluciones del Consejo de Seguridad, se expresó la 
preocupación por la situación humanitaria y se hizo un llamamiento a favor 
de una transición política inclusiva. El 20 de diciembre de 2012, la Asamblea 
adoptó la Resolución 67/183 en la que se solicitó al gobierno que permitiera 
que la comisión de investigación de la ONU accediera libremente y sin con-
diciones a cualquier punto del país. En mayo de 2013, la Asamblea adoptó la 
Resolución 67/262 en la que alentaba al Consejo de Seguridad a que estudia-
se “medidas apropiadas” para garantizar la rendición de cuentas por la violen-
cia y las violaciones de derechos humanos existentes en Siria. La resolución 
incluía el llamamiento más enérgico formulado por la Asamblea General de 
la ONU hasta la fecha para que se investigaran de forma independiente e 
imparcial todas las presuntas violaciones de derechos humanos y del dere-
cho internacional humanitario desde el inicio del levantamiento en Siria, en 
marzo de 2011. Exigía también que se concediese un mandato más amplio a 
la Comisión Internacional Independiente sobre Siria y se le permitiese mayor 
acceso para que pudiera llevar a cabo su labor de investigación.

Por otra parte, el Secretario General también ha desempeñado un papel 
protagonista en este conflicto, actuando como enlace entre la Liga de los Es-
tados Árabes y el Consejo de Seguridad, trasladando al Consejo de Seguridad 
las iniciativas de la Liga. En febrero de 2012 se adoptó un acuerdo entre los 
Secretarios Generales de las Naciones Unidas y de la Liga de los Estados Ára-
bes para nombrar a Kofi Annan como Enviado Especial Conjunto a Siria. En 
marzo de 2012 se acordó con el gobierno sirio un Plan de Paz de seis puntos24 

24	 El Plan establece el inicio de un proceso político, el cese de la violencia por todas las partes bajo super-
visión de las Naciones Unidas, el acceso de ayuda humanitaria, la excarcelación de los presos políticos, 
el libre acceso a la prensa y la aceptación de las manifestaciones pacíficas y de la libertad de asociación.
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que, aunque ha tenido una aplicación más teórica que práctica, supuso, al 
menos, una alternativa a la pasividad del Consejo de Seguridad y a la interven-
ción militar reclamada por algunos Estados. El fracaso del Plan de Paz llevó 
a Annan a presentar su dimisión y al nombramiento de Lakhdar Brahimi 
como mediador especial, en virtud de su larga y reputada trayectoria diplomá-
tica. Posteriormente, el Secretario General propuso al Consejo de Seguridad 
la creación de la UNSMIS con el fin de vigilar el cese de la violencia armada 
en todas sus formas y por todas las partes, y para vigilar y apoyar la plena apli-
cación de la propuesta de seis puntos. 

Han sido asimismo relevantes las acciones y declaraciones del Consejo de 
Derechos Humanos en relación con Siria, en las que manifiesta una preocu-
pación clara por los abusos de derechos humanos cometidos en estos años 
por parte de todas las partes implicadas. En abril de 2011, la Alta Comisiona-
da para los Derechos Humanos creó una comisión para estudiar e informar 
sobre la situación de los derechos humanos de la población civil en Siria. La 
Alta Comisionada presentó el informe ante el Consejo de Seguridad en agos-
to 2011, calificando los hechos documentados como crímenes contra la hu-
manidad. En ese mismo mes, el Consejo de Derechos Humanos decidió, en 
su Resolución S-17/1, crear otra comisión de tres expertos para investigar las 
violaciones de las normas internacionales de derechos humanos cometidas 
desde marzo de 2011 en Siria e identificar a los responsables. Sus informes 
recogen de forma ordenada e inequívoca la comisión de crímenes de lesa 
humanidad por todas las partes beligerantes, aunque con más intensidad por 
el gobierno. Ahora bien, ni el Consejo de Derecho Humanos ni la Alta Comi-
sionada para los Derechos Humanos gozan de competencia para solicitar al 
Fiscal de la Corte Penal Internacional que ejerza sus facultades para no dejar 
impunes tales violaciones, ya que la República Árabe Siria no ha ratificado su 
Estatuto. Por tanto, la persecución judicial de tales crímenes queda en manos 
del Consejo de Seguridad, que podría activar el artículo 13 b) del Estatuto de 
Roma, tal como hizo en la resolución 1970 (2011) sobre Libia. 

La Liga de los Estados Árabes ha impulsado también constantes accio-
nes internacionales con el propósito de poner fin al conflicto, destacando los 
acuerdos alcanzados con el gobierno sirio en noviembre de 2011. Tales acuer-
dos incluyeron el envío de una misión de observadores y la aprobación de 
un Plan de Acción árabe para resolver la crisis de Siria, que se desarrollaría 
mediante la adopción de la propuesta de paz de seis puntos de enero de 2012 
y la iniciativa de nombrar al Enviado Especial Conjunto. 
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3. La destrucción de las armas químicas: Un compromiso colectivo

El punto de inflexión que dio lugar a la primera acción coercitiva del Consejo 
de Seguridad fueron los ataques del 21 de agosto de 2013 con armas químicas 
(gas sarín) en un suburbio de Damasco. No existe certeza sobre la autoría, 
solo de su utilización y de los miles de muertos entre la población civil, los 
rebeldes e incluso algunos efectivos del ejército sirio. Pocos días después de la 
matanza, los Estados Unidos amenazó con la intervención militar y comenzó 
el transporte de sus tropas al Golfo Pérsico. El 14 de septiembre de 2013, el 
secretario de Estado norteamericano, John Kerry, y su homólogo ruso, Sergei 
Lavrov, alcanzaron en Ginebra –en la denominada Conferencia de Ginebra I– 
un acuerdo para evitar una acción militar por parte de Washington si Bashar 
Al-Assad se comprometía a eliminar su armamento prohibido, para lo cual 
debía entregar una lista de sus productos químicos y permitir que inspectores 
internacionales eliminasen todas sus armas. El 27 de septiembre de 2013, y 
con base en ese acuerdo, el Consejo de Seguridad adoptó por unanimidad la 
Resolución 2118 (2013) en cuyo Anexo I se recoge la decisión del Consejo Eje-
cutivo de la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas, titulado 
“Decisión sobre la destrucción de las armas químicas sirias”. La resolución 
daba una semana al régimen sirio para que informase sobre las cantidades 
precisas de sus depósitos de armas químicas y entregase su arsenal25. Tam-
bién abría un plazo hasta noviembre de 2013 para que Siria permitiese que 
inspectores internacionales certificaran esos datos. De acuerdo con lo previs-
to, la Organización para la Prohibición de Armas Químicas (OPAQ) recibió 
la declaración inicial de las armas químicas en posesión de Siria y su acep-
tación de destruirlos. Sin duda, el padrinazgo ruso al régimen de Damasco 
predeterminó la respuesta siria, que fue acogida con alivio por la comunidad 
internacional, ya que, de lo contrario, la respuesta militar hubiese supuesto 
una masacre aun mayor.

La Resolución 2118 (2013) condenaba enérgicamente el uso de armas quí-
micas en Siria y, en particular, el ataque del 21 de agosto de 2013, que “viola el 
derecho internacional”. Se establecía que Siria «no podrá utilizar, desarrollar, 
producir, adquirir, almacenar o retener armas químicas, ni transferir, directa 
o indirectamente, armas químicas a otros Estados o actores no estatales». El 
documento subrayaba que la misma prohibición afectaba a todas las partes 

25	  Consejo de Seguridad de la ONU, S/PV.7038 del 27 de septiembre de 2013
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en el conflicto. Igualmente se decidía que, en caso del incumplimiento de 
esta resolución, incluyendo la transferencia no autorizada de armas químicas 
o cualquier uso de armas químicas en Siria, «se impondrán medidas bajo 
el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas», que regula la imposición 
de sanciones e incluso el uso de la fuerza autorizado por la ONU. Pero esas 
medidas no quedaron detalladas, por lo que debían ser objeto de una nueva 
discusión en el Consejo de Seguridad. Además, se exigía que los actores 
no estatales «no desarrollen, adquieran, fabriquen, posean, transporten, 
transfieran o usen armas nucleares, químicas, o biológicas, y sus métodos 
para lanzarlas», y que los Estados, en particular los países vecinos de Siria, 
denuncien «de inmediato» cualquier violación de este apartado al Consejo 
de Seguridad. Siria se comprometió a cumplir con «todos los aspectos» de la 
decisión del Consejo Ejecutivo de la OPAQ sobre la «expedita destrucción» de 
sus armas químicas y con una «rigurosa verificación». Para ello se estableció 
un sistema de supervisión a través de la OPAQ que informaría mensualmente 
al Consejo de Seguridad. Por otra parte, la resolución reafirmó que todos los 
Estados miembros (de la ONU) evitarían proveer cualquier tipo de apoyo a 
actores no estatales que intentaran conseguir, transferir o utilizar «armas 
nucleares, químicas o biológicas», así como los medios para lanzarlas. Y, 
por último, se alentó a los Estados miembros a que respaldaran, incluso con 
personal, equipos y apoyo técnico y financiero, la eliminación del programa de 
armas químicas de Siria. Esta resolución respaldó plenamente el comunicado 
de Ginebra del 30 de septiembre de 2012, que establecía varios pasos «clave» 
para la transición política en Siria, comenzando con la creación de un gobierno 
de transición con «plenos poderes ejecutivos» que podría incluir a miembros 
del gobierno actual, líderes de la oposición y otros grupos.

En su conjunto, la Resolución 2118 (2013) significó un avance en cuanto 
supone un plan de desarme químico más creíble que el impuesto a Irak en 
1991 tras su invasión de Kuwait. Sin embargo, adolece de algunos elementos 
que hubiesen reforzado su intencionalidad teórica. Así, por ejemplo, aunque 
condena el uso de armas químicas, no atribuye culpabilidades. Su párrafo 15 
establece que los miembros del Consejo “expresan su firme convicción de que 
aquellos individuos responsables del uso de armas químicas en la República 
Árabe de Siria deberían ser responsabilizados por ello”. No señala la respon-
sabilidad directa de Bashar Al-Asad en el ataque del 21 de agosto de 2013 y 
se elimina la referencia contemplada en el proyecto de resolución a que el 
régimen sirio respondiese por ese crimen ante la justicia internacional. Se 
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echa en falta una remisión a la Corte Penal Internacional. Resulta poco creíble 
el afán de exigir responsabilidades cuando no se activan los procedimientos 
para la acción del Fiscal de la Corte Penal Internacional. Además, la redacción 
del párrafo 15 parece reconocer implícitamente que los responsables no son 
necesaria y exclusivamente miembros del régimen de Damasco, con lo que 
se pretendería afirmar, según han reiterado con frecuencia los medios rusos, 
que la oposición islamista ha utilizado también ese tipo de armas. 

El párrafo 21 de la Resolución 2118 (2013) dista mucho del párrafo 13 de 
la Resolución 1441 (2002) relativa a Irak, ya que establece que, en caso de in-
cumplimiento de esa resolución, incluyendo la transferencia no autorizada de 
armas químicas o cualquier uso de armas químicas por quienquiera que sea 
en la República Árabe de Siria, se impondrán medidas conforme al Capítulo 
VII de la Carta de las Naciones Unidas”. A Irak se le advertía de forma breve 
(pero elocuente) que “en caso de seguir infringiendo sus obligaciones, se ex-
pondrá a graves consecuencias”26.

Así, la Resolución 2118 (2013) evita cualquier referencia a la “responsa-
bilidad de proteger” a los civiles, que fundamentó la Resolución 1973 (2011) 
por la que se autorizó a los Estados miembros a «tomar todas las medidas 
necesarias» en Libia para «proteger a los civiles y a las áreas pobladas bajo 
amenaza de ataques”. Y es que la sombra de Libia todavía está presente. Tras 
la aprobación de la Resolución 2118 (2013), Rusia ha advertido que, no solo el 
gobierno sino también los rebeldes sirios tendrán que colaborar en garantizar 
la seguridad de los inspectores internacionales, lo que parece sugerir que la 
oposición tendrá que contener su ofensiva para el cumplimiento de un plan 
que, de forma indirecta, da por sentada la permanencia de Bashar Al-Asad en 
el poder. Por su parte, las fuerzas rebeldes sirias manifestaron su oposición 
a la resolución, que a su juicio suponía un espaldarazo para el régimen de 
Damasco. 

No se debe olvidar que el futuro de Siria, según recuerda el párrafo 16 de 
la Resolución 2118 (2013), pasa por la reanudación efectiva de la Conferencia 
de Ginebra. Posponer el problema puede ser el preludio de una huida hacia 
adelante, pudiendo convertirse esta solución en otro asidero para el régimen 
de Asad. En definitiva, la resolución ha servido para controlar las armas quí-
micas en Siria pero también para lavar de cara de los Estados Unidos, que se 
veía empujado a una intervención militar.

26	 Consejo de Seguridad de la ONU, Resolución 1441(2002) del 8 de noviembre, punto 13 de la parte 
dispositiva.
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El 31 de enero de 2014 finalizó la primera ronda de negociaciones de la 
Conferencia de Paz de Ginebra II, continuación de la Conferencia de Ginebra 
I. En ella participaron el gobierno sirio y la oposición. En la reunión no se 
produjo un acercamiento de posturas sobre un posible gobierno de transición 
y sobre cómo combatir el terrorismo. La segunda ronda, que finalizó el 14 de 
febrero de 2014, fue un auténtico fracaso y terminó con duras declaraciones 
que ponen en entredicho la convocatoria misma de una tercera ronda de diá-
logo. El gobierno se quejó de que la oposición había acudido a Ginebra con 
un único punto en su agenda: la formación de un gobierno de transición; 
además, reprochó que no se haya reconocido el “problema del terrorismo” 
que sufre Siria.

El calendario de trabajo propuesto por la OPAQ se ha ido cumpliendo, al 
menos, hasta las reuniones de Ginebra II27. Durante los primeros meses, los 
inspectores de la OPAQ verificaron que se había destruido el 60% del arsenal 
prohibido.

Calendario de trabajo de la OPAQ

Fecha Objetivo

9 de diciembre de 2013 La Secretaría Técnica de la OPAQ remitirá al Consejo Ejecutivo 
los planes para la verificación y destrucción de todas las instala-
ciones de producción de armas químicas.

17 de diciembre de 2013 El Director General de la OPAQ debe presentar al Consejo Ejecu-
tivo un Plan concreto para la eliminación de las armas químicas 
fuera del territorio sirio.

31 de diciembre de 2013 Destrucción en territorio sirio de las municiones sin carga.

31 de enero de 2014 Retirada de territorio sirio de la iperita (gas mostaza) y de los 
compuestos de las bombas binarias (DF, A, B y BB, incluyendo 
su sal).

5 de febrero de 2014 Retirada del territorio de Siria del resto de compuestos químicos 
declarados, a excepción del isopropanol, que será destruido en 
territorio sirio antes del 1 de marzo.

1 de marzo de 2014 Destrucción de la iperita residual presente en los contenedores.

31 de marzo de 2014 Destrucción efectiva de la iperita y componentes binarios DF, A, 
B y BB, incluyendo su sal.

30 de junio de 2014 Destrucción del resto de los compuestos químicos declarados.

27	 Hidalgo García, María del Mar, “La destrucción de armas químicas de Siria”, en Documentos informa-
tivos del Instituto Español de Estudios Estratégicos, 4 de diciembre de 2013. 
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Para hacer realidad el plan trazado ha sido menester la colaboración inter-
nacional. Así, por ejemplo, Chipre y el Líbano han contribuido con el apoyo 
logístico; Alemania, Italia y Holanda, con el transporte aéreo de los equipos 
de inspección. La Unión Europea y los Estados Unidos, con los vehículos blin-
dados para realizar las inspecciones sobre el terrero, contando además con 
la aportación de Canadá para el transporte aéreo de los vehículos blindados 
ofrecidos por la Administración de Obama. Por su parte, Dinamarca, Italia y 
Noruega se han encargado del transporte marítimo, mientras que los Estados 
Unidos llevarán a cabo y financiarán la destrucción de las armas químicas, 
proporcionando la tecnología adecuada. En la actualidad, está habilitando un 
buque comercial (MV Cape Ray) para instalar una planta de hidrólisis portá-
til para llevar a cabo la neutralización de las armas químicas y precursores, 
conforme a las directrices de la Convención para la Prohibición de la Armas 
Químicas (CAQ).

4. La población civil y del derecho internacional

4.1. Hechos: La situación de la población civil en Siria
Durante los tres años de conflicto en Siria se están cometiendo graves vio-
laciones de derechos humanos y del derecho internacional humanitario por 
todas las partes beligerantes: tanto por las fuerzas militares del gobierno de 
Siria y grupos paramilitares asociados al régimen como por las distintas frac-
ciones no gubernamentales (los rebeldes y la oposición). En concreto, se han 
constatado ataques indiscriminados a civiles, con bombas barril, a ciudades 
enteras, por parte de las fuerzas militares del gobierno28; y se han documen-
tado torturas, malos tratos29 y actos de violencia sexual contra las mujeres30. 
Este conflicto supone un impacto desproporcionado para los niños31: se ha 
constatado el asesinato de niños en ataques ilegales por parte de las fuerzas 

28	 Comisión Internacional Independiente sobre Siria, Informe A/HRC/25/65 del 12 de febrero de 2014; 
véase también, sobre la situación de los derechos humanos en la República Árabe Siria, Consejo de 
Derechos Humanos, Resolución 19/22 del 14 de septiembre de 2013; Alta Comisionada de Derecho 
humanos de las Naciones Unidas sobre la situación en Siria, Informe A/HRC/21/32 del 15 de septiem-
bre de 2013.

29	 Comisión Internacional Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, p. 2 y ss. Disponible 
en: http://www.ohchr.org/Documents/HRBodies/HRCouncil/CoISyria/OralUpdate18March2014.pdf

30	 Ibíd., pp. 4-5.

31	 Secretario General de la ONU, Informe S/2014/3 sobre los niños en el conflicto armado en Siria, 27 de 
enero de 2014; Comisión Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, pp. 5-6.
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militares del gobierno y que cientos de menores han sido utilizados como 
soldados. También se han cometido otras atrocidades contra la población civil 
por parte de las fuerzas militares del gobierno y de las milicias proguberna-
mentales, como, por ejemplo, ataques a hospitales, al personal médico y a la 
propiedad cultural. Todas estas violaciones han sido constatadas por la Comis-
ión Internacional Independiente sobre Siria32.

Por otra parte, los grupos no gubernamentales han cometido graves vio-
laciones de derechos humanos y ataques contra la población civil y no com-
batiente33. Hay informes de torturas por parte de los rebeldes, de asesinatos 
ilegales o selectivos, así como de actos de violencia sexual contra mujeres. 
También se han documentado abusos a menores por parte de los grupos no 
gubernamentales, que los utilizan como niños soldados34. Todas estas viola-
ciones han sido recogidas en el informe del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas35.

Durante los años del conflicto, la desesperación de la población civil ha 
provocado un gran número de desplazados internos y refugiados. Según las 
últimas estimaciones, 9 millones de personas han tenido que abandonar sus 
casas36. Entre ellos, al menos 4,25 millones son desplazados internos, princi-
palmente, mujeres, niños y ancianos37. La situación de la población en ciertas 
ciudades, como Homs, es terrible, ya que carecen de lo más mínimo para 
sobrevivir38.

4.2. El derecho internacional aplicable frente a estas violaciones
Para identificar las normas del derecho internacional aplicables a la situa-
ción de la población siria, se debe calificar previamente el tipo de conflicto 
armado. La aplicabilidad de las reglas del derecho internacional humanitario 
depende, en principio, de la existencia de un conflicto armado en el territorio 

32	 Ibíd., p. 1. 

33	 Ibíd., p. 2 y ss. 

34	 Secretario General General de la ONU, Informe S/2014/3 sobre los niños en el conflicto armado en 
Siria, op. cit.

35	 Consejo de Derechos Humanos de la ONU, Resolución 19/22, op. cit., pp. 1-2.

36	 Noticias de la ONU, “‘Compassion Does Not Suffice,’ UN Rights Panel Says, Urging Immediate End 
to Bloodshed in Syria”, 18 de marzo de 2014.

37	 Asamblea General de la ONU, A/67/931 del 15 de julio de 2013, sobre la protección y asistencia 
internacional a los desplazados: La situación de los desplazados internos en la República Árabe Siria, 
p. 7.

38	 Comisión Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, pp. 1-2.
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de un Estado. En términos generales, dos criterios determinan la existencia 
de un conflicto armado, según lo previsto en el Protocolo Adicional II a los 
Convenios de Ginebra39: la intensidad del conflicto y el nivel de organización 
de las partes beligerantes. El caso sirio cumple con ambos criterios, a pesar de 
suscitar ciertas dudas en sus inicios en relación con la necesaria organización 
de las partes beligerantes. En la actualidad, el elevado grado de organización 
de los grupos armados no estatales y su control efectivo de ciertas partes del 
territorio disipa cualquier atisbo de duda al respecto40. Por ello, el conflicto en 
Siria es un conflicto armado de índole no internacional.

4.2.1. El derecho internacional humanitario aplicable en Siria
La existencia de un conflicto armado de índole no internacional en Siria im-
plica la aplicación de los estándares de protección del derecho internacional 
humanitario pertinentes a este tipo de conflicto. De acuerdo con la doctrina 
consolidada del derecho internacional humanitario, para que se puedan apli-
car sus normas y principios es necesario un vínculo (nexus) con el conflicto 
–como, por ejemplo, ataques aislados a combatientes realizados fuera de las 
zonas de combate–, con independencia de que la lucha armada se concentre 
solamente en determinadas partes del territorio sirio. En este sentido, el artí-
culo 3 común a los Convenios de Ginebra y al Protocolo Adicional II (1977), y 
el derecho internacional humanitario consuetudinario aplicable a conflictos 
internos de índole no internacional41, establecen estándares mínimos de pro-
tección a la población civil y a las personas que no participen directamente 
en las hostilidades. En concreto, el artículo 3 Común a los cuatro Convenios 
de Ginebra establece el necesario trato humano y reconoce que las personas 
“que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros 
de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas fuera 

39	 El Protocolo Adicional II determina su ámbito de aplicación material en su art. 1(1): “El presente Pro-
tocolo, que desarrolla y completa el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra … se aplicará a todos 
los conflictos armados que no estén cubiertos por el artículo 1 del Protocolo Adicional a los convenios 
de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados 
internacionales […] y que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas 
armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un 
mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar 
operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo”. 

40	 Ver Rule of Law in Armed Conflicts Project (RULAC), Applicable International Law, del 13 de julio de 
2013; Comisión Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, párr. 152. 

41	 La situación es distinta en los Altos del Golán que está bajo la ocupación militar israelí, donde se aplica 
el derecho internacional humanitario aplicable a los conflictos armados de carácter no internacional. 
Ver Rule of Law in Armed Conflicts Project, Applicable International Law, op. cit.
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de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, 
serán en todas las circunstancias, tratadas con humanidad […]”. Se prohíben, 
consecuentemente, “en cualquier tiempo y lugar los atentados contra la vida 
y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas sus formas, las 
mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios”42.

El Protocolo Adicional II desarrolla y completa las garantías del citado 
artículo 3 común, estableciendo las garantías fundamentales de trato humano 
de manera general (artículo 4), para las personas privadas de libertad (artículo 
5) y el debido proceso (artículo 6). Más aun, se contemplan garantías especiales 
para los heridos, enfermos y náufragos (artículos 7-12), con explícitas 
garantías en cuanto a la protección de personal sanitario o religioso, la misión 
médica y las unidades y medios de transporte. Asimismo, se concretan 
medios específicos para la protección de la población civil (artículos 13-18). 
La mayoría de estas garantías son de derecho consuetudinario43, el que en 
este caso adquiere una mayor importación, ya que Siria no ha ratificado el 
Protocolo Adicional II44. La protección que dispensa el Protocolo Adicional II 
es aplicable en Siria en virtud de su carácter consuetudinario.

Los estándares de protección del derecho internacional humanitario son 
aplicables a todas las partes beligerantes del conflicto en Siria. Es decir, tanto 
a las fuerzas militares del gobierno (y sus grupos progubernamentales) 
como a los grupos armados no gubernamentales. Esta “extensión” a actores 
no gubernamentales está prevista en el artículo 3 común al referirse a “cada 
una de las Partes en conflicto”. Aunque el Protocolo Adicional II es menos 
explícito, su aplicación a todas las partes del conflicto se puede deducir de 
su contexto en aras de su necesaria efectividad45. Además, esta aplicabilidad 
del derecho internacional humanitario a todas partes de conflicto ha sido 

42	 El art. 3 común a los 4 Convenios de Ginebra.

43	 Henckaerts, Jena-Marie y Doswald-Beck, Louise, El derecho internacional consuetudinario, Volumen 
I: Normas (CICR), 2007.

44	 Ver texto completo disponible en: <http://www.icrc.org/applic/ihl/ihl.nsf/States.xsp?xp_
viewStates=XPages_NORMStatesParties&xp_treatySelected=475>. 

45	 Sandoz, Yves, Swinarski, Christophe y Zimmermann, Bruno (eds.), Commentary on the Additional 
Protocols of 8 June 1977 to the Geneva Conventions of 12 August 1949, (CRC/Nijhoff), 1987, párr. 
4442: “La supresión en el texto de toda mención de ‘partes en conflicto’ solo afecta al borrador del 
instrumento, y no cambia su estructura desde el punto de vista legal. Todas las reglas se basan en la 
existencia de dos o más partes enfrentadas entre sí. Estas reglas otorgan los mismos derechos e impo-
nen las mismas obligaciones al gobierno establecido y al partido insurgente, y todos estos derechos y 
deberes tienen carácter puramente humanitario”. (Traducción propia).
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confirmada por la jurisprudencia internacional46 y la doctrina. Así, sostiene 
Clapham: 

Aunque las posibilidades teóricas siguen siendo para los Estados de 
otorgar derechos y obligaciones a los rebeldes mediante el reconoci-
miento, ya sea como insurgentes o beligerantes, tiene más sentido hoy 
para considerar rebeldes insurgentes (no reconocidos insurgentes) 
simplemente como destinatarios de las obligaciones internacionales en 
virtud del derecho internacional humanitario contemporáneo, especial-
mente las obligaciones contenidas en el artículo 3 común a los cuatro 
Convenios de Ginebra de 1949, en el Protocolo II de 1977 a los Conve-
nios de Ginebra y en el artículo 19 de la Convención de La Haya sobre 
los Bienes Culturales de 195447.

Estas disposiciones son igualmente aplicables en Siria, tal y como lo co-
rroboran los informes de las Naciones Unidas48. Por ello, los grupos armados 
no gubernamentales también tienen obligaciones de derecho internacional 
humanitario. 

4.2.2. El derecho internacional de los derechos humanos aplicable en Siria
El régimen internacional de los derechos humanos también es aplicable al 
conflicto sirio. En términos generales, los estándares de protección de de-
rechos humanos se aplican durante los conflictos armados si el Estado en 
conflicto no ha derogado sus obligaciones y siempre y cuando el régimen 
general de los derechos humanos no esté relegado a un segundo plano por el 
derecho humanitario, que opera como lex specialis de los derechos humanos 
en tiempos de guerra49. Las obligaciones de derechos humanos no se derogan 

46	 Véase, por ejemplo, la Sala de Apelación del Tribunal Especial de Sierra Leona, que sostuvo: “está bien 
establecido que todas las partes en un conflicto armado, ya sean Estados o actores no estatales, están 
obligados por el derecho internacional humanitario, a pesar de que solo los Estados pueden ser partes 
en los tratados internacionales”. (Traducción propia). Prosecutor vs. Sam Hinga Norman, Decision on 
Preliminary Motion Based on Lack of Jurisdiction (Child Recruitment), SCSL-2004-14-AR72 (E), 31de 
mayo de 2004, párr. 22.

47	 Clapham, Andrew, Human Rights Obligations of Non-State Actors, (OUP), 2006, p. 271. (Traducción 
propia).

48	 Comisión Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, pp. 1-2.

49	 Véase International Legal Protection of Human Rights in Armed Conflict (UN Human Rights Office of 
the High Commissioner), 2011; Lubell, Noam, “Challenges in Applying Human Rights Law to Armed 
Conflict”, en International Review of the Red Cross, vol. 87, 2006, p. 737. Ver ICJ, Opinión consultiva 
sobre la legalidad de la amenaza uso de armas nucleares, 8 de julio de 1996, párr. 25.
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automáticamente, sino que se consideran los estándares de protección de los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario como un bloque 
unitario, asumiendo que esos estándares son comunes a ambos regímenes. 
Por ejemplo, la prohibición de la tortura se garantiza en diversos instrumen-
tos jurídicos, como en el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos (PIDCP); en la Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
y Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (CAT); y en alusión al necesario 
“trato humano” del artículo 4.2.a) del Protocolo Adicional II, que prohíbe “los 
tratos crueles tales como la tortura”. En este ámbito, los derechos humanos y 
el derecho internacional humanitario ofrecen una protección similar. 

Durante el conflicto, los tratados internacionales de derechos humanos 
ratificados por Siria son plenamente aplicables50. En concreto, el PIDCP; 
la Convención sobre los Derechos del Niño y el Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del Niño; la CAT; el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC); y la Convención 
sobre la Eliminación de Todas Formas de Discriminación contra la Mujer; 
constituyen el marco legal pertinente. Por el contrario, Siria no ha ratificado 
la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas51. También el derecho internacional consuetudi-
nario de derechos humanos resulta aplicable. Las obligaciones de derechos 
humanos más relevantes para la situación de la población civil siria son el 
derecho a la vida, la prohibición de la tortura, las garantías de la libertad y se-
guridad de las personas, los derechos económicos y sociales –como el derecho 
a la salud y a un estándar adecuado de vida– y los derechos de las mujeres y 
de los niños. En este contexto, la pregunta que se suscita es si estas obliga-
ciones de derechos humanos afectan igualmente a los actores no estatales. 
Esta cuestión es más controvertida52 que la relativa a la obligatoriedad del 
derecho internacional humanitario a los grupos no gubernamentales53. Según 

50	 Estado de las ratificaciones de tratados internacionales por parte de la República Árabe Siria: http://
tbinternet.ohchr.org/_layouts/TreatyBodyExternal/Treaty.aspx?CountryID=170&Lang=EN (31 de mar-
zo de 2014). 

51	 Íd. 
52	 Sobre la opinión tradicional, véase, Sivakumaran, Sandesh, The Law of Non-International Armed Con-

flict, (OUP) 2012, pp. 95-100.

53	 Esto es así por varias razones. Primero, porque los instrumentos de derechos humanos estipulan 
obligaciones solamente para los Estados (y no para grupos no gubernamentales). Por ejemplo, el art. 2 
PIDCP establece: “1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y 
a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción 
los derechos reconocidos en el presente Pacto […]”. Esa formulación se distingue del art. 3 común que 
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la doctrina tradicional, las fuerzas armadas sirias estarían vinculadas por el 
régimen internacional de derechos humanos, pero no los grupos no guber-
namentales. Sin embargo, existe la tendencia hacia una aplicabilidad de los 
estándares mínimos de protección consuetudinarios de derechos humanos a 
los actores no estatales. Así lo afirma Clapham al considerar que los actores 
no gubernamentales estarían obligados por un mínimo de obligaciones de 
derechos humanos: 

Con respecto a las obligaciones de derechos humanos, se ha visto que 
estas son actualmente presumidas por las Naciones Unidas de aplicar 
cuando son flagrantemente negadas por una facción, las partes en un 
conflicto o un grupo de la oposición armada. Para Dieter Fleck es sim-
plemente “lógico” que, si los insurgentes pueden tener obligaciones en 
virtud del derecho humanitario, también deben ser capaces de soportar 
las obligaciones de derechos humanos. Desde aquí hay un pequeño paso 
a sugerir que tales obligaciones internacionales de derechos humanos 
se aplican en todo momento a todos los grupos armados de oposición 
(incluso antes de que los llamamientos del Consejo de Seguridad)54.

En el conflicto de Siria, se aplicaría esta amplia interpretación en el sen-
tido de que también los grupos no gubernamentales son destinatarios de 
las obligaciones de derechos humanos. En principio, algunas instituciones 
de las Naciones Unidas aceptan la aplicabilidad de estas obligaciones. Por 
ejemplo, la Comisión Independiente de Investigación afirmó que los grupos 
no gubernamentales asumían igualmente un mínimo de obligaciones de 
derechos humanos55. En relación con las desapariciones forzadas, la Comi-
sión estableció: 

se refiere a “las partes de conflicto”, admitiendo la inclusión de grupos no gubernamentales. Segun-
do, se niega el reconocimiento a grupos no gubernamentales como destinatarios de obligaciones de 
derechos humanos porque ello daría legitimidad a esos grupos armados no gubernamentales de ser 
considerados destinatarios. Finalmente, por razones prácticas: los grupos no gubernamentales care-
cen de los sistemas necesarios para garantizar determinados derechos humanos, como, por ejemplo, 
el debido proceso, que se supone solo apela al gobierno de un Estado. Véase Moir, Lindsay, The Law of 
International Armed Conflict, (CUP), 2002, p. 194; Clapham, “Non-State Actors”, http://ssrn.com/abs-
tract=1626284, p. 18, en Moeckli, Daniel, Sha, Sangeeta y Sivakumaran, International Human Rights 
Law, 2a ed., (OUP), 2013.

54	 Clapham, Human Rights Obligations of Non-State Actors, op. cit.

55	 Comisión Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, párrs. 106-107. 
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aunque los grupos armados contrarios al gobierno no son per se parte 
en la Convención [Internacional para la Protección de Todas las Per-
sonas contra las Desapariciones Forzadas], sus acciones pueden ser 
evaluadas con arreglo a los principios de derecho internacional consue-
tudinario, y están sujetas a responsabilidad penal por la desaparición 
forzada que asciende a un crimen contra la humanidad56.

Se puede asumir, por tanto, que en el conflicto sirio también los grupos 
no gubernamentales están vinculados por un mínimo de obligaciones de de-
rechos humanos. Esta realidad adquiere especial importancia debido a que el 
derecho internacional de los derechos humanos prevé mecanismos de ren-
dición de cuentas más amplios que el derecho internacional humanitario, 
como, por ejemplo, sus sistemas de relatores especiales57.

4.2.3. El derecho internacional penal aplicable en Siria
En el contexto del conflicto sirio están en juego también cuestiones de justi-
cia penal internacional para las personas responsables de cometer crímenes 
internacionales. Son aplicables las normas del derecho internacional penal 
en caso de ciertas violaciones graves de derechos humanos; en particular, 
por crímenes de guerra cometidos en un conflicto armado no internacional 
y crímenes de lesa humanidad58. Todos los individuos responsables de 
graves violaciones de derechos humanos –con independencia de si apoyan 
al gobierno o a los rebeldes– son susceptibles de incurrir en responsabilidad 
individual penal ante un tribunal internacional. Es relevante destacar que Siria 
ha firmado pero todavía no ha ratificado el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional (Estatuto de Roma)59. Por ello, la Corte Penal Internacional será 
solo competente para juzgar los crímenes antes señalados si el Consejo de 
Seguridad refiere la situación de Siria al Fiscal de la Corte Penal Internacional 
en virtud del artículo 13.b) del Estatuto de Roma. No ha sido el caso hasta 
ahora y resulta improbable que ello ocurra en un futuro próximo, teniendo 
en cuenta el apoyo ruso a Siria y su facultad de “vetar” una resolución del 
Consejo de Seguridad al respecto. 

56	 Ibíd., párr. 85. (Traducción propia).

57	 Clapham, Human Rights Obligations of Non-State Actors, op. cit., p. 285

58	 Comisión Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, párr. 152. 

59	 Estado de las ratificaciones del Estatuto de la Corte Penal Internacional, https://treaties.un.org/pages/
ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XVIII-10&chapter=18&lang=en (31 de marzo de 2014). 
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En definitiva, el derecho aplicable al conflicto sirio, y, en particular, a la 
situación de la población civil, resulta complejo ya que se compone de varios 
regímenes autónomos pero complementarios entre sí. Por una parte, el de-
recho internacional humanitario es aplicable al caso, ya que las hostilidades 
tienen la intensidad y los rebeldes el grado de organización necesarios para 
su aplicación. Igualmente resulta aplicable el régimen internacional de los 
derechos humanos, así como el derecho internacional penal, aunque hasta la 
fecha la Corte Penal Internacional carezca de jurisdicción. Se debe analizar 
cómo aplicar estos regímenes para la protección de la población siria. 

4.3. Las violaciones de derechos humanos en Siria y el marco legal interna-
cional

4.3.1. Las violaciones del derecho internacional humanitario
A la luz de los informes, se han constatado ataques indiscriminados a la po-
blación civil cometidos por las fuerzas armadas del gobierno y por los diversos 
grupos no gubernamentales; en concreto, asesinatos, torturas, desapariciones 
forzadas, toma de rehenes y el empleo de niños soldados60. En el derecho 
internacional humanitario estos actos constituyen violaciones del artículo 3 
común a los Convenios de Ginebra. En este se establece, inter alia, que toda 
parte del conflicto tiene la obligación de tratar con humanidad a las personas 
que no participen directamente en las hostilidades, independientemente de 
si son civiles o miembros de las fuerzas armadas que han depuesto las ar-
mas o que estén fuera de combate por enfermedad, por estar heridos, por 
detención o por cualquier otra causa. Asimismo, el artículo 4 del Protocolo 
Adicional II prescribe el necesario trato humano a las personas que no par-
ticipen directamente en las hostilidades o que hayan dejado de participar en 
ellas. En particular, el artículo 4(2) del Protocolo Adicional II prohíbe en todo 
tiempo los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental, 
los tratos crueles tales como la tortura de personas, la toma de rehenes, o los 
actos de terrorismo. Los ataques con bombas barril realizados por las fuerzas 
armadas del gobierno violan las obligaciones del derecho internacional 
humanitario, a pesar de que resulta controvertido si el artículo 3 común regula 
directamente esta forma de combate. Sin embargo, el derecho internacional 
consuetudinario y los principios de distinción y proporcionalidad sí prohíben 

60	  Véase apartado 4.2 supra. 
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ataques indiscriminados utilizando, por ejemplo, ese tipo de bombas. Tales 
ataques constituyen también violaciones del Protocolo Adicional II; en 
particular, de su artículo 13, que prohíbe que la población civil sea objeto de 
ataque. 

Los ataques a hospitales o medios de transporte sanitario cometidos por 
las fuerzas militares del gobierno y de grupos no gubernamentales contra-
vienen las obligaciones de los artículos 9-11 del Protocolo Adicional II, que 
exigen la protección del personal sanitario (y religioso), la protección general 
de la misión médica y la protección de las unidades y medios de transporte 
sanitario. 

4.3.2. Las violaciones del derecho internacional de los derechos humanos
Las obligaciones de derechos humanos contendidas en los instrumentos 
internacionales deben aplicarse igualmente a los actos antes descritos. Por 
ejemplo, los ataques indiscriminados a la población civil constituyen tam-
bién una violación del derecho a la vida consagrado en el artículo 6 del PI-
DCP. Esta misma norma se debe aplicar ante los asesinatos selectivos, ya que, 
como, establece el párrafo 1 de esa norma, “nadie podrá ser privado de la vida 
arbitrariamente”. 

Las torturas y los tratos inhumanos quedan prohibidos en el artículo 
7 del PIDCP, así como en el artículo 2 de la CAT. Se debe destacar que la 
prohibición de la tortura constituye una norma del ius cogens. Es decir, que 
no puede ser derogada en tiempos de guerra. También resulta aplicable la 
protección del derecho a la libertad y seguridad de las personas, según el 
artículo 9 del PIDCP61, frente a las desapariciones forzosas constatadas en el 
conflicto sirio. El rapto de mujeres pueden ser considerado como tortura en 
el sentido del citado artículo 7 del PIDCP, además de suponer una violación 
de la Convención sobre la Eliminación de Todas Formas de Discriminación 
contra la Mujer. Los abusos y violaciones de menores descritos anteriormente 
contravienen, sobre todo, la Convención sobre los Derechos del Niño. El empleo 
de niños soldados viola, además, las obligaciones específicas del Protocolo 
Facultativo a la Convención sobre los Derechos del Niño. La situación terrible 
de la población sitiada en ciudades como Homs constituye graves violaciones 

61	 Una excepción de no tan fácil cumplimiento en conflictos armados es el art. 9 (4) del PIDCP: “Toda 
persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante 
un tribunal, a fin de que este decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su 
libertad si la prisión fuera ilegal”.
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de los derechos económicos, sociales y culturales, tal y como son reconocidos 
y garantizados en el PIDESC. En particular, el asedio prolongado merma por 
igual el derecho a la vida y el derecho a la salud. Por todo ello, la Comisión 
Independiente de Investigación constató en su informe que 

La República Árabe Siria ha actuado en violación del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, y la Convención sobre los Derechos del Niño y su 
Protocolo Facultativo relativo a la participación de niños en los conflictos 
armados. Las fuerzas gubernamentales han hecho caso omiso de los 
derechos humanos fundamentales de las personas bajo su control y en 
su custodia. Como Estado, la República Árabe Siria es responsable de 
todos los actos cometidos por sus agentes sancionados oficialmente, en 
violación de sus obligaciones en virtud de tratados internacionales62.

En relación con los rebeldes, la Comisión Independiente de Investigación 
constató en 2013 violaciones concretas al Protocolo Facultativo de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, señalando que “grupos armados antiguber-
namentales también son responsables de la utilización de niños menores de 
18 años en hostilidades en violación del CRC-OPAC [Protocolo Facultativo de 
la Convención sobre los Derechos del Niño], que por sus términos se aplica a 
los actores no estatales”63. Estas violaciones han sido condenadas por el Presi-
dente del Consejo de Seguridad en octubre de 201364 y provocaron la adopción 
de la ya citada Resolución 2139 (2014) del 22 de febrero de 2014.

4.3.3. Las violaciones del derecho internacional penal
Como se ha analizado anteriormente, algunas de las violaciones graves de 
derecho internacional humanitario y de los derechos humanos constituyen 
crímenes internacionales, crímenes de guerra y crímenes de lesa de humani-
dad, al tenor del artículo 8 (2.c) del Estatuto de Roma. Esta norma establece 

62	  Comisión Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, párr. 151. (Traducción propia).

63	  Ibíd., párr. 44 y p. 2. (Traducción propia).

64	  Presidente del Consejo de Seguridad de la ONU, S/PRST/2013/15, 2 de octubre de 2013.
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una lista de actos que constituyen crímenes de guerra en un conflicto armado 
no internacional, en los siguientes términos: 

A los efectos del presente Estatuto, se entiendo por crímenes de guerra: 
[…] c. En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional, 
las violaciones graves del artículo 3 común a los cuatro Convenios de 
Ginebra de 12 d agosto de 1949, a saber, cualquiera de los siguientes 
actos cometidos contra personas que no participen directamente en las 
hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan 
depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate por enfer-
medad, herida, detención o por cualquier otra causa: i. los atentados 
contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en 
todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles y la tortura […]

Además, el artículo 8(2.e) del Estatuto de Roma puntualiza que se entien-
de por crimen de guerra: 

[…] Otras violaciones graves de las leyes y los usos en los conflictos 
armados que no sean de índole internacional, […] dirigir intencional-
mente ataques contra la población civil […] contra edificios, material, 
unidades y medios de transporte sanitarios […] ataques contra edificios 
dedicados a la religión […] cometer actos de violación, esclavitud sexual, 
[…] reclutar o alistar niños menores de 15 años en las fuerzas armadas 
o grupos o utilizarlos para participar activamente en hostilidades […]

El artículo 7 del Estatuto de Roma resulta relevante para la responsabilidad 
penal individual en cuanto a los crímenes de lesa humanidad cometidos en 
Siria, entendidos como 

[…] cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de 
un ataque generalizado […] o sistemático contra una población civil y 
con conocimiento de dicho ataque: a. Asesinato; […] f. Tortura; g. Viola-
ción, esclavitud sexual, prostitución forzada, […] o cualquier otra forma 
de violencia sexual de gravedad comparable; […] i. Desaparición forzada 
de personas […]
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Al amparo de estas disposiciones, se puede afirmar la responsabilidad pe-
nal individual de los responsables de estos crímenes cometidos a lo largo del 
conflicto en Siria. Así, todas las violaciones graves de derecho internacional 
humanitario y de los derechos humanos antes mencionadas cometidas por 
el régimen de Damasco y por los grupos no gubernamentales pueden ser 
consideradas crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, tal y como 
se recoge por el Consejo de Derecho Humanos en su Resolución 19/22 del 10 
abril de 201265.

Siria no ha ratificado el Estatuto de Roma, por lo que la Corte Penal In-
ternacional no tiene jurisdicción sobre la situación en ese país. En el caso de 
que se estableciese su competencia por remisión del Consejo de Seguridad, 
de acuerdo con artículo 13.b) del Estatuto de Roma, la Corte podría llegar 
a enjuiciar a los responsables de tales crímenes, independientemente de 
si sus autores son miembros del ejército sirio o de los grupos armados no 
gubernamentales. Es más, el artículo 25 del Estatuto de Roma establece que 
“[q]uien cometa un crimen en la competencia de la Corte será responsable 
individualmente […]”, sin importar que “[c]ometa ese crimen por sí solo, con 
otro o por conducto de otro […] [o]rdene, proponga o induzca la comisión de 
ese crimen“. Además, el artículo 28 establece la responsabilidad de los jefes 
y otros superiores por los crímenes cometidos bajo su comando y control 
efectivo cuando hubiere sabido o hubiere debido saber de esos crímenes y no 
hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para 
prevenir o reprimir su comisión. 

Consideraciones finales

Como se ha podido comprobar, los tres años de conflicto armado en Siria 
arrojan un balance contradictorio. Por una parte, existen numerosas violacio-
nes del derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los 
derechos humanos que afectan a la población siria y que han sido cometidos 
tanto por las fuerzas armadas del gobierno y grupos paramilitares asociados 
al régimen de Damasco como por facciones no gubernamentales y grupos 
yihadistas vinculados a Al-Qaeda, violaciones reconocidas y condenados por 
el Consejo de Derechos Humanos en su Resolución 19/22 del 10 de abril de 

65	  Comisión Independiente sobre Siria, Informe del 18 de marzo de 2014, p. 1.
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2012 y por el Consejo de Seguridad de la ONU en su Resolución 2139 del 22 
febrero de 2014. Estos reconocimientos y condenas no bastan para aliviar el 
sufrimiento de la población. 

Por otra parte, en el ámbito político, el Consejo de Seguridad está bloquea-
do por el veto casi sistemático de Rusia y China que busca evitar una interven-
ción militar. Esto resulta deplorable ya que impide poner fin a los sufrimien-
tos de la población y llevar ante la justicia internacional a los responsables 
de esos crímenes, a través de la acción del Consejo de remitir la situación al 
Fiscal de la Corte Penal Internacional. 

Ante esta situación, son entendibles las críticas a la “pasividad” del Conse-
jo de Seguridad. Las instituciones internacionales de derechos humanos –en 
particular, Consejo de Derechos Humanos– no han cesado de poner en evi-
dencia ante la opinión pública internacional la preocupante situación en Siria 
y las graves violaciones de derechos humanos ocurridas en ese país, aunque 
con ello no se consiga frenarlas. La Comisión Independiente de Investigación 
ha hecho un llamamiento a los Estados de la Comunidad Internacional a ejer-
cer su influencia sobre Siria con el fin de que esta cumpla con sus obligacio-
nes internacionales de derechos humanos, de forma clara y contundente, al 
señalar que

[…] los Estados que ejercen influencia sobre las facciones en la Repúbli-
ca Árabe Siria deben actuar para garantizar que estas partes cumplan 
con las normas del derecho internacional humanitario. El Consejo de 
Seguridad tiene responsabilidad por permitir que las partes en conflicto 
violen estas reglas con impunidad66.

Tampoco las dos Conferencias de Ginebra han abordado con decisión la 
situación de la población civil, que carece de las condiciones mínimas de sub-
sistencia, a pesar de los intentos de Lakhdar Brahimi, el mediador de la ONU. 

66	  Ibíd., p. 2. (Traducción propia).


